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En los últimos años se ha resaltado la necesidad y ur-
gencia de luchar contra la corrupción en los diversos 
niveles del Estado, dados los efectos perjudiciales que 
acarrea para los derechos de las personas, el funciona-
miento de las instituciones, las actividades del merca-
do y la moral de nuestra sociedad. Sin embargo, de-
bemos preguntarnos si las instituciones encargadas 
de esta tarea se encuentran en capacidad de hacerlo. 

En nuestro país, cada entidad pública cuenta con 
áreas de control para identificar y sancionar adminis-
trativamente los actos de corrupción. A pesar de 
ello, el único órgano encargado de la defensa 
de los intereses del Estado en instancia judicial 
en este tipo de casos, es la Procuraduría Pú-
blica Especializada en Delitos de Corrup-
ción (Procuraduría Anticorrupción). Esto se 
logra a través de la solicitud y posterior cobro 
de las reparaciones civiles, como resarcimiento 
por los daños ocasionados al Estado por la 
comisión de estos delitos. Estas instancias 
además, colaboran con la labor del Mi-
nisterio Público. 

Parte de los montos obtenidos 
del cobro de la reparación civil, se 
entregan al Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos, a la Procuraduría 
Anticorrupción y a las entidades directa-
mente agraviadas; es decir, si fue el Minis-
terio de Desarrollo e Inclusión Social el ente 
agraviado, parte del monto recaudado retor-
na a su presupuesto y puede ser dispuesto 
para la atención de los ciudadanos en sus 
programas sociales.

Teniendo en cuenta este rol, se ha estable-
cido en el Plan Nacional de Integridad y Lu-
cha contra la Corrupción 2018-2021 -aprobado 

mediante Decreto Supremo N° 044-2018-PCM-, que 
para fortalecer el sistema de justicia penal anticorrup-
ción debe dotarse de condiciones institucionales ne-
cesarias (operativas, normativas y financieras) a la Pro-
curaduría Anticorrupción a nivel nacional, mediante 
la asignación de recursos que aseguren su pleno fun-
cionamiento e independencia a nivel nacional. 

En consideración a ello, la Defensoría del Pueblo 
como parte de sus acciones prioritarias de lucha con-
tra la corrupción, desarrolló en junio del año en curso 

una supervisión nacional a las 36 sedes de la 
Procuraduría Anticorrupción, a fin de conocer 
las condiciones en las que se realiza la defensa 
jurídica del Estado en casos de corrupción.

En este Boletín se pone en evidencia el 
insuficiente número de abogados y de recur-

sos logísticos, la falta de peritos, entre otras li-
mitaciones. Estas circunstancias repercuten 

en la capacidad de solicitar y cobrar las 
reparaciones civiles que, como se sabe, 

servirán a las instituciones agravia-
das para el cumplimiento de sus 

fines, y a la propia Procuraduría 
Anticorrupción para fortalecer la 

defensa del Estado.

PROCURADURÍA: PROBLEMAS Y DESAFÍOS 
EN LA DEFENSA DE LOS INTERESES 
DEL ESTADO EN CASOS DE CORRUPCIÓN
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Mediante el Decreto Supremo N° 
017-2008-JUS se dispone que el Pro-
curador Público especializado en 
delitos de corrupción, cuente con 
procuradores/as públicos/as adjun-
tos/as quienes desarrollarán sus ac-
tividades a nivel nacional. Se indica 
también que las Procuradurías Pú-
blicas Anticorrupción Descentra-
lizadas continúen ejerciendo sus 
funciones, pasando a formar parte 
de la Procuraduría especializada 
en delitos de Corrupción. Para cada 
una de ellas, conforme lo dispues-
to en el Decreto Legislativo Nº1068, 

debe designarse un/a Procurador/a 
Anticorrupción por Resolución Su-
prema, a propuesta del Consejo de 
Defensa Jurídica del Estado, previa 
evaluación, dependiendo adminis-
trativamente del Ministerio de Justi-
cia y Derechos Humanos.

A pesar de ello, existen ocho 
de las treinta y seis sedes de la 
Procuraduría Anticorrupción que 
no cuentan con un/a titular de-
signado/a sino con encargados/
as de estas funciones, a través de 
memorandos suscritos por el Procu-
rador Nacional.

DESIGNACIÓN DE PROCURADORES/AS 

Procuraduría Anticorrupción 
SEDE CENTRAL

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de 
AREQUIPA

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de 
AYACUCHO

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de 
CAJAMARCA

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de
JUNÍN

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de
LORETO

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de
SAN MARTÍN

Procuraduría Anticorrupción 
Descentralizada de
UCAYALI

Faltan 2 Procuradores/as 
Adjuntos/as desde enero 
del 2017.

Falta Procurador/a desde 
diciembre del 2017.

Falta Procurador/a 
desde enero 
del 2018.

Falta Procurador/a 
desde el 2015.

Falta Procurador/a 
desde diciembre 
del 2016.

El Procurador renunció 
en marzo del 2018, 
encontrándose 
pendiente su Resolución.

Falta Procurador/a 
desde diciembre 
del 2016.

Falta 
Procurador/a 
desde julio 
del 2017.

(1) Casos en los que se encuentran procesados altos 
funcionarios, transcendencia en medios, presunto perjuicio 
económico. En su mayoría se encuentran investigados 
5 a más personas, más de 3 delitos, entre otros.

CUADRO N° 2 

CUADRO N° 1 

NÚMERO DE ABOGADOS/AS

Fuente: 
Procuraduría 
Anticorrupción 
/ Elaboración 
propia

Carga a mayo 2018

N° de abogados/as

Carga aprox. 
por abogado/a

PAD: Procuraduría 
Anticorrupción 
Descentralizada

PA: Procuraduría 
Anticorrupción

La carga procesal, entendida como la cantidad de 
procesos que se tramitan en las Procuradurías Anti-
corrupción, está determinada por los casos recién in-
gresados más los que se encuentran en curso. Para 
cada uno de ellos, los procuradores/as y abogados/as 
de cada sede deben presentarse como parte procesal 
o actor civil a fin de cautelar el cobro de la reparación 
civil a favor del Estado. 

En el cuadro N° 2 se muestra el número total de 
casos de cada una de las sedes, el número total de 

	 1	 PA-Sede Central (*)	 4494 	 31	 144
	 2	 PAD de Arequipa	 1641	 3	 547
	 3	 PAD de Ayacucho (*)	 1625 	 5	 325
	 4	 PAD de Cajamarca	 1310	 3	 436
	 5	 PAD de Junín	 1958	 5	 390
	 6	 PAD de La Libertad	 1400	 3	 466
	 7	 PAD de Loreto (*)	 1054 	 3	 350
	 8	 PAD de Piura (*)	 911 	 3	 303
	 9	 PAD de San Martín	 810	 2	 405
	 10	 PAD de Ucayali (*)	 1584 	 5	 316
	 11	 PAD de Amazonas	 290	 3	 96
	 12	 PAD de Ancash (*)	 3047 	 5	 609
	 13	 PAD de Apurímac (*)	 713 	 4	 178
	 14	 PAD de Callao (*)	 509 	 3	 169
	 15	 PA de Cusco	 2200	 8	 275
	 16	 PAD del Santa (*)	 915 	 6	 152
	 17	 PAD de Huancavelica (*)	 315 	 2	 157
	 18	 PAD de Huánuco (*)	 1099 	 4	 274
	 19	 PAD de Ica	 758	 4	 189
	 20	 PAD de Lambayeque (*)	 1480 	 5	 296
	 21	 PAD de Lima Norte	 1081	 3	 360
	 22	 PAD de Lima Sur	 643	 3	 214
	 23	 PAD de Madre de Dios	 511	 3	 170
	 24	 PAD de Moquegua	 800	 4	 200
	 25	 PAD de Moyobamba	 239	 2	 119
	 26	 PAD de Pasco	 1596	 4	 399
	 27	 PAD de Puno (*)	 1616 	 4	 404
	 28	 PAD de Tacna	 550	 4	 137
	 29	 PAD de Tumbes	 735	 2	 367
	 30	 PAD de Atalaya 	 117	 1	 117
	 31	 PAD de Bagua	 360	 2	 180
	 32	 PAD de Cañete	 438	 2	 219
	 33	 PAD de Chincha	 205	 2	 102
	 34	 PAD de Huaura (*)	 446 	 3	 148
	 35	 PAD de Sullana	 355	 2	 177
	 36	 PAD de Yurimaguas	 161	 1	 161
	Total	 37 966	 149

abogados con los que cuenta y la carga procesal apro-
ximada que en promedio cada abogado/a asumiría 
si los casos se repartieran equitativamente. Queda 
evidenciado el insuficiente número de abogados/
as a nivel nacional, por ejemplo, en la sede Ancash 
se cuenta con 5 abogados que deben hacerse cargo 
de 3047 casos, es decir, un aproximado de 609 casos 
por abogado, mientras que existen 14 sedes (*) en las 
que los abogados asumen una carga superior de los 
denominados casos emblemáticos1:

Como se observa en el cuadro N° 
1, la ausencia de un/a Procurador/a 
se da desde hace tres años, ocasio-
nando un impacto negativo en la 
representación de la defensa del 
Estado, al no contar con alguien que 
dirija el equipo de abogados/as en la 
defensa que les compete. 

Específicamente, su ausencia 
limita la posibilidad de elaborar las 
estrategias de los casos, así como re-
visar los fundamentos de los escritos 
de apelación, constituirse en actor 
civil, participar en juicio en los casos 
emblemáticos, entre otros. Además, 
esto significa un/a pro-
fesional menos que 
asuma los procesos 
en trámite, incre-
mentando la carga 
procesal de los/as 
abogados/as. 

En consecuen-
cia, es de vital im-
portancia la de-
signación de 
procuradores/
as a fin de evitar, 
durante el pro-
ceso, desventa-
jas frente a la defensa 
de los investigados, así 
como garantizar la im-
posición y cobro de re-
paraciones civiles. 
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	 1	 PA-Sede Central Lima	 31	 43	 12
	 2	 PA de Arequipa	 3	 13	 10
	 3	 PA de Ayacucho	 5	 25	 20
	 4	 PA de Cajamarca	 3	 9	 6
	 5	 PA de Junín	 5	 15	 10
	 6	 PA de La Libertad	 3	 10	 7
	 7	 PA de Loreto	 3	 13	 10
	 8	 PA de Piura	 3	 14	 11
	 9	 PA de San Martín	 2	 6	 4
	 10	 PA de Ucayali	 5	 21	 16
	 11	 PA de Amazonas	 3	 2	 1
	 12	 PA de Ancash	 5	 22	 17
	 13	 PA de Apurímac	 4	 9	 5
	 14	 PA del Callao	 3	 7	 4
	 15	 PA de Cusco	 8	 12	 4
	 16	 PA del Santa	 6	 11	 5
	 17	 PA de Huancavelica	 2	 5	 3
	 18	 PA de Huánuco	 4	 12	 8
	 19	 PA de Ica	 4	 4	 0
	 20	 PA de Lambayeque	 5	 18	 13
	 21	 PA de Lima Norte	 3	 8	 5
	 22	 PA de Lima Sur	 3	 7	 4
	 23	 PA de Madre de Dios	 3	 8	 5
	 24	 PA de Moquegua	 4	 10	 6
	 25	 PA de Moyobamba	 2	 3	 1
	 26	 PA de Pasco	 4	 8	 4
	 27	 PA de Puno	 4	 14	 10
	 28	 PA de Tacna	 4	 5	 1
	 29	 PA de Tumbes	 2	 5	 3
	 30	 PA de Atalaya 	 1	 1	 0
	 31	 PA de Bagua	 2	 3	 1
	 32	 PA de Cañete	 2	 5	 3
	 33	 PA de Chincha	 2	 2	 0
	 34	 PA de Huaura	 3	 8	 5
	 35	 PA de Sullana	 2	 4	 2
	 36	 PA de Yurimaguas	 1	 2	 1
		  TOTAL	 149	 364	 215

Como se observa en el cua-
dro N° 2, cada abogado/a tiene 
una carga promedio de 265 ca-
sos. Además, debe tenerse en 
cuenta que no todos los proce-
sos tienen el mismo grado de 
complejidad. Hay casos consi-
derados como emblemáticos 
o A+, donde existen más de 10 
investigados (o hay más de 3 de-
litos) o gira en torno de altos/as 
funcionarios/as. En ciertos casos 
deben realizarse viajes de uno o 
más días para asistir a audien-
cias y diligencias programadas 
al interior del departamento, de-
mandando aún mayor tiempo.

Por otro lado, si bien los pro-
curadores/as y abogados/as de 
la Procuraduría Anticorrupción 
atienden todos los casos que 
tienen a su cargo, debe conside-
rarse que la carga procesal debe 
corresponder con la capacidad 
operativa del funcionario/a que 
la afronta.

Al defender los intereses 
del Estado, el nivel inadecuado 
de carga procesal impacta ne-
gativamente en la eficiencia y 
pueden convertirse en una ba-
rrera para el acceso a la justicia 
y la obtención de una adecua-
da reparación civil. Es así que 
pueden darse situaciones en 
las que, por ejemplo, se progra-
men dos o más audiencias para 
un mismo día, los abogados/as 
deben elegir a cuál ir, o en lugar 
de prepararse sólo para el juicio 
de 1 o 2 casos emblemáticos, 
deben preparar escritos o ale-
gatos para audiencias de otros 
casos de menor envergadura, 
restando tiempo y concentra-
ción para atender a profundi-
dad casos más complejos.

El recurso humano constituye el elemento 
más importante para el desempeño de las 
funciones de la Procuraduría, puesto que su 
disponibilidad y correcta distribución garanti-
zan la defensa y el posterior cobro de repara-
ción civil en favor del Estado. De esta manera, 
evaluar la dotación de personal es fundamen-
tal para una adecuada planificación de nivel 
estratégico, que conlleve al cumplimiento de 
las funciones.

Al respecto, cabe mencionar que la Procu-
raduría Anticorrupción y el Consejo de Defensa 
Jurídica del Estado determinaron el número de 
abogados idóneo con el que debe contar este 
órgano para el cumplimiento de sus activida-
des, teniendo en cuenta el sistema de clasifica-
ción de casos que tiene la Procuraduría. 

Así para la tipología A+ o casos emblemá-
ticos, se deben distribuir a razón de 5 casos 
por abogado/a, mientras que para los casos 
A se ha considerado de 40 a 60 casos por 
abogado/a y para la tipología B se ha consi-
derado 150 casos por abogado/a, y para los 
casos que se encuentran en ejecución de 
sentencia se ha considerado máximo 150 ca-
sos por abogado/a.

Teniendo ello en cuenta, se ha observado 
que sólo 3 de 36 sedes de la Procuraduría An-
ticorrupción cuenta con el número de aboga-
dos/as adecuado.

Del cuadro N° 3 se desprende que la Procu-
raduría Anticorrupción no cuenta ni con la mi-
tad de abogados/as que requiere a nivel nacio-
nal, existiendo una brecha de 215 abogados/as. 
Esto demuestra que no se está velando por la 
contratación de los recursos humanos necesa-
rios para que la defensa del Estado se realice de 
manera oportuna y eficiente.

PA: Procuraduría Anticorrupción

N° actual de 
abogados/as (considerando 
Procuradores/as)	

N° ideal de 
abogados/as (considerando 
Procuradores/as)	

Brecha

Fuente: Datos 
acopiados de 
la supervisión 
realizada por 
la Defensoría 
del Pueblo a 
nivel nacional, 
contrastados 
con información 
brindada por la 
sede central de 
la Procuraduría 
Anticorrupción. 

Elaboración Propia.

NÚMERO IDEAL 
DE ABOGADOS/AS EN 
LA PROCURADURÍA 
ANTICORRUPCIÓN

CUADRO N° 3 
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NÚMERO DE PERITOS 
A NIVEL NACIONAL
El rol de los/as peritos es funda-
mental para dar soporte técnico 
a las solicitudes de reparación ci-
vil formuladas por la Procuraduría 
Anticorrupción ante los Juzgados 
correspondientes. Se trata de per-
sonal especializado en la determi-
nación del monto correspondien-
te al daño patrimonial ocasionado 
al Estado. Este se obtiene a través 
de evaluaciones e informes en 
materia contable, financiera y/o de 
ingeniería civil, que identifican el 
presunto perjuicio económico, las 
presuntas irregularidades y los fun-
cionarios/as que habrían participa-
do en los hechos investigados.

Al respecto, se reconoció que 
la Procuraduría Anticorrupción 
cuenta a nivel nacional con solo 
6 peritos, lo cual es totalmente 
insuficiente. Cinco (5) de ellos/as 
se encuentran en la Sede Central 
(Lima) y 1 en la sede de Lambayeque. 
Se destaca que los/as 5 peritos de la 
sede central (Lima) atienden los re-
querimientos de las Procuradurías 
Descentralizadas del centro y sur del 
país, mientras que el único perito en 
Lambayeque atiende las demandas 
de todas las Procuradurías Descen-
tralizadas del norte del país. 

Durante la presente supervisión, 
funcionarios de las sedes descentrali-
zadas de la Procuraduría Anticorrup-
ción manifestaron que, hasta junio 
de 2018, solicitaron a la sede central 
la intervención de peritos en 159 ca-
sos, aproximadamente. No obstan-
te, muchos de estos no habrían sido 
atendidos por falta de peritos o por el 
tiempo que demanda el traslado de 
este personal al interior del país. 

Aunado a ello señalaron que al-
gunas sedes del Ministerio Público 
carecen también de este personal, 
razón por la cual suelen solicitar apo-
yo a las procuradurías para cubrir 
esta deficiencia y continuar con la 
investigación. Como ambas institu-
ciones no cuentan con suficientes 
peritos, la consecuencia más resal-
tante es que los casos se llevan de 
manera inadecuada; además, no se 
logra obtener los fundamentos ne-
cesarios para continuar con la inves-
tigación, produciéndose dilaciones 
y/o archivamientos. 

Esta situación ha ocasionado 
que algunas procuradurías des-

centralizadas opten por no solici-
tar a la sede central la intervención 
de un perito para el tratamiento 
de sus casos. Este hecho conlleva a 
la falta de informes técnicos, nece-
sarios para sustentar debidamen-
te el monto de reparación civil, o 
para determinar los daños ocasio-
nados con la comisión de actos de 
corrupción.

Al respecto consideramos que 
las procuradurías deben seguir soli-
citando la intervención de los peritos 
en los casos que requieran, a fin de 
dejar constancia de la falta de de-
signación, junto con la necesidad de 
contar con estos profesionales.

NÚMERO DE 
PERSONAL 

ADMINISTRATIVO 
A NIVEL NACIONAL

El personal ad-
ministrativo es 

necesario para 
la adecuada ges-

tión documenta-
ria, así como para el 

manejo de recursos 
asignados a las insti-

tuciones, entre otras 
funciones. Su número, 

sin embargo, es insufi-
ciente. Seis Procuradurías 

Anticorrupción Descentrali-
zadas (Atalaya, Pasco, Apurímac, 

Tacna, Tumbes y Yurimaguas) no 
cuentan con personal administra-
tivo para realizar labores de registro 

de los documentos que ingresan 
a la Procuraduría, de registro de 
los documentos que se generan 
en las oficinas, y otras labores. Es-
tas actividades son asumidas por 
los/as abogados/as, recargando 
sus labores de defensa con traba-
jo administrativo.

También se observa que tres 
Procuradurías Descentralizadas 
(Apurímac, Loreto y Piura) no 
cuentan –según refieren- con 
personal de seguridad para res-
guardar las instalaciones de la 
procuraduría, tanto los bienes 
materiales de la institución como 
el acervo documentario. 

FALTA DE EXCLUSIVIDAD 
EN LA DEFENSA DEL ESTADO 
EN CASOS DE CORRUPCIÓN

Mediante Decreto Supremo N° 
009-2009-JUS publicado el 24 de 
julio del 2009, se dispuso que los/
as Procuradores/as Públicos/as 
Anticorrupción Descentralizados 
y abogados/as que laboran en di-
chas Procuradurías contribuyan y 
colaboren en la defensa del Esta-
do que ejercen los/as Procurado-
res/as Públicos/as Especializados 
a los que se refiere el artículo 15° 
del Decreto Legislativo N° 1068, 
es decir, a las Procuradurías en 
delitos de orden público, tráfico 
ilícito de drogas, terrorismo y la-
vado de activos.

En cumplimiento de ello y 

como consecuencia, 28 de las 
36 Procuradurías Anticorrupción 
Descentralizadas señalaron haber 
realizado apersonamientos y pre-
sentación de escritos en materias 
de lavado de activos, criminalidad 
organizada, medio ambiente, en-
tre otros temas. Estas condicio-
nes no sólo incrementan la carga 
procesal, sino que repercuten di-
rectamente en el tratamiento de 
los casos de corrupción, al restar-
les el tiempo de dedicación que 
ameritan (34 de 36 sedes afirman 
que sus recursos humanos no son 
proporcionales a la cantidad de 
trabajo que tienen a su cargo).  
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MODALIDAD DE 
CONTRATACIÓN DEL PERSONAL

Fuente: Datos acopiados de la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo a nivel 
nacional, contrastados con información brindada por la sede central de la Procuraduría 
Anticorrupción. / Elaboración: Propia.

A junio de 2018, las Procuradurías Anticorrupción a nivel nacional conta-
ban con los siguientes recursos humanos: 

149 88 2436
Abogados/as Administrativos

Personal a junio 
del 2018Peritos

Al respecto, la contratación del personal se realiza bajo 2 modalidades: 
Contratación Administrativa de Servicios (CAS) y contratos de locación 
de servicios bajo la modalidad de pago por resultados (tercero), confor-
me se detalla a continuación:

74CAS

TERCERO 75

38 112

50

0

6
Abogados/as AdministrativosPeritos

Fuente: Datos acopiados de la supervisión realizada por la Defensoría 
del Pueblo a nivel nacional, contrastados con información brindada por 
la sede central de la Procuraduría Anticorrupción. / Elaboración: Propia.

131

Se observa en el gráfico anterior 
que de 149 abogados/as a nivel 
nacional, 75 han sido contratados 
bajo la modalidad de tercero, un 
tipo de contrato regulado por el 
código civil. Es decir, que más de 
la mitad de quienes asumen la de-
fensa del Estado en casos de co-
rrupción no se encuentran en un 
régimen laboral y no tienen los be-
neficios que esa condición gene-
ra. Esta circunstancia incentivaría 
una constante rotación del perso-

nal, poniendo en riesgo la defensa 
permanente, oportuna y efectiva 
de los intereses del Estado.
De la misma manera, los seis peri-
tos de la Procuraduría Anticorrup-
ción han sido contratados bajo la 
modalidad de terceros. Con rela-
ción al personal adminis-
trativo, 50 de los 88 con 
los que se cuenta a nivel 
nacional, han sido con-
tratados también como 
terceros. 

66%

57%

34%

38%

0%

5%

Elaboración: Propia.CAS	 TERCERO

En suma, el 54% del personal 
total (abogados/as, peritos y admi-
nistrativos) de la Procuraduría Anti-
corrupción está contratado por loca-
ción de servicios bajo la modalidad 
de pago por resultados (tercero). La 
inestabilidad que representa este 
tipo de contrato genera consecuen-
cias perjudiciales en el tratamiento 
de los casos, pues se pierde la con-
tinuidad de personas que ya cono-
cían los casos y las estrategias, ya 
que renunciarían por mejores ofer-
tas y condiciones laborales.

INSUFICIENTES RECURSOS MATERIALES
Como se advirtió en el Informe Defenso-
rial N°168 “El archivo fiscal de denuncias 
por peculado y colusión”, la Procuraduría 
Anticorrupción no contaba con buenas 
condiciones para desarrollar su trabajo a 
nivel nacional, debido a que carecían de 
personal suficiente, recursos logísticos y 
dificultades para transporte entre pro-
vincias y regiones. Pese a que la Defen-
soría del Pueblo advirtió sobre esta pro-
blemática hace 4 años, la situación no 
ha sido revertida, conforme se evidencia 
a continuación: 

4 Se constató que siete locales de las 
Procuradurías Anticorrupción Descen-
tralizadas (Ayacucho, Cusco, Huanca-
velica, Junín, Lima Norte, Lima Sur y 
Moyobamba) no cuentan con buenas 
condiciones. Se observa la falta de una 
mesa de partes y ambientes apropia-
dos para la recepción de denuncias por 
parte de la ciudadanía, en el marco del 
principio de reserva establecido en el 
Decreto Legislativo Nº 1327 que regula 
las medidas de protección para el de-
nunciante de actos de corrupción y san-
ciona las denuncias realizadas de mala 
fe. Asimismo, se verificó que 17 Procura-
durías Descentralizadas no cuentan con 
la publicación de un horario de atención 
al público que haga previsible el acceso 
de los ciudadanos. 

4 Con relación al mobiliario, en 17 Procu-
radurías Anticorrupción Descentraliza-
das manifestaron que no cuentan con 
mobiliario suficiente (módulos, mesas y 
sillas) y muchas de las que tienen, no se 
encuentran en buen estado. Muestra de 
esta situación es que en tres procuradu-
rías (Madre de Dios, Iquitos y San Martin) 
algunas sillas y mesas pertenecen al per-
sonal de estas sedes.

4 Del mismo modo, en seis Procuradu-
rías Anticorrupción Descentralizadas no 
se cuenta con medios tecnológicos su-
ficientes como laptops y/o computado-
ras para el desarrollo de las funciones de 
todo el personal. Haciendo un recuento 
podemos señalar que en Ucayali, tres 
abogados no cuentan con computa-
doras, en Piura faltan cuatro computa-
doras, en Puno faltan dos computado-
ras, en Ica faltan dos computadoras, en 
Madre de Dios faltan dos computadoras, 
y en Amazonas es el propio personal el 
que presta monitores a la Procuraduría.

4 Por último, en 15 Procuradurías Des-
centralizadas manifestaron tener proble-
mas en los servicios públicos (luz, agua, 
internet y/o teléfono) por retrasos en el 
pago desde la sede central, y el internet 
sería muy lento, situaciones que dificul-
tan el cumplimiento de sus funciones.   
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1La falta de Procuradores/as Adjuntos/as 
desde enero del 2017 en la sede central 
de la Procuraduría Anticorrupción y de 
titulares en ocho sedes descentralizadas 

desde 2015 y 2016, muestra la ausencia de 
organización estratégica necesaria para la 
defensa oportuna y diligente de los casos 
a nivel nacional. Por un lado, la ausencia 
de Procuradores/as Adjuntos/as limita la 
articulación, impide un control efectivo entre 
la sede central y las sedes descentralizadas, 
pues quienes asumen este cargo son 
responsables de la supervisión y monitoreo 
del trabajo de cada abogado/a. Por otro lado, 
respecto al número de titulares que no se han 
designado, se advierte que esta situación no 
solo perjudica la coordinación interna, sino 
también la defensa en los casos, pues sin 
un(a) encargado(a) no puede esperarse la 
adecuada dirección de una estrategia legal.

2Dada la carga procesal aproximada 
de 265 casos por cada abogado/a 
de la Procuraduría Anticorrupción 
y la falta de contratación de 217 

abogados/as, se reconoce las limitaciones 
para la defensa adecuada en los casos 
de corrupción. El insuficiente número 
de abogados/as ocasiona que quienes 
se encuentran en cada sede atiendan un 
número de casos que superan su capacidad 
operativa. Esta sobrecarga dificulta la 
dedicación integral a cada una, asistiendo 
a las diligencias y audiencias que cada una 
implica. Asimismo, la ocupación exclusiva 
a estos casos está debilitada por las 
actividades administrativas que realizan, 
fuera de su competencia, dada la ausencia 
de este tipo de personal. 

3La cantidad de peritos con los 
que cuenta la Procuraduría 
Anticorrupción es insuficiente 
e impacta negativamente 

en la sustentación de las solicitudes 
de reparaciones civiles, pues este es 
el personal especializado encargado 
de realizar los informes técnicos que 
demuestren el daño ocasionado al 
Estado. Por consiguiente, no se puede 
exigir una reparación civil apropiada 
sin una defensa capaz de determinar la 
magnitud del daño causado. 

4No existe exclusividad en la 
defensa del Estado por casos 
de corrupción. Veintiocho 
Procuradurías Anticorrupción 

Descentralizadas señalaron haber 
participado en diligencias de casos de 
otro tipo de delitos (lavado de activos, 
crimen organizado, entre otros). Este hecho 
impacta negativamente al incrementar 
aún más la sobrecarga procesal y al restar 
la dedicación exclusiva que deben tener 
para atender los casos de corrupción, 
se desvirtúa la lógica de contar con 
procuradores especializados anticorrupción. 

5El tipo de contratación de la 
mayoría de los/as trabajadores/as 
de la Procuraduría Anticorrupción 
pone en riesgo la continuidad en 

la atención y tratamiento de los casos. 
El 54% del personal total (abogados/as, 
peritos y administrativos) de la Procuraduría 
Anticorrupción ha sido contratado por 
locación de servicios bajo la modalidad 
de pago por resultados (tercero), lo que 
genera alta rotación de personal. Aparte de 
la inestabilidad laboral que esta situación 
representa, permite que un/a especialista 
diferente asuma casos sin conocimiento ni 
experiencia previa de la dinámica con la que 
se trabaja en este espacio.

6La Procuraduría Anticorrupción no 
cuenta con condiciones logísticas 
adecuadas para desarrollar la 
defensa del Estado peruano frente 

a actos de corrupción, a nivel nacional. De 
las treinta y seis sedes descentralizadas, 
siete no cuentan con mesa de partes ni 
ambientes apropiados para la recepción de 
denuncias por parte de los/as ciudadanos/
as, seis no tienen medios tecnológicos 
suficientes y quince tienen problemas de 
servicios de luz, agua, internet y/o telefonía. 
En consecuencia, se reconoce que las 
sedes descentralizadas se encuentran 
desprovistas de las condiciones mínimas 
para actividades básicas, desde la atención 
de denuncias hasta la elaboración de 
documentos para la defensa legal.

CONCLUSIONES
De la supervisión efectuada a la procuraduría anticorrupción, se 
advierte que tienen serias debilidades y limitaciones para ejercer la 
defensa del Estado en casos de corrupción, entre las cuales destacan: 

BOLETÍN 
SUPERVISIÓN DE ESPACIOS 
ANTICORRUPCIÓN 
OCTUBRE 2018



0800-15170 (Línea gratuita)
Ante cualquier duda o queja, las oficinas de la Defensoría del Pueblo están a su servicio. 
Correo electrónico: consulta@defensoria.gob.pe • Formulario virtual: https://puma.defensoria.gob.pe/form-queja.php
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RECOMENDACIONES

Al Ministerio de Justicia y Derechos Humanos

1	 Dotar a la Procuraduría Anticorrupción de personal profesional y téc-
nico (abogados/as, peritos y administrativos) necesario para ejercer 
adecuadamente la defensa del Estado en casos de corrupción, para 
lo cual se debe elaborar el Cuadro de Asignación de Personal CAP 
2019, con especial énfasis en la situación de las sedes descentraliza-
das; razón por la cual se deberá priorizar la dotación de recursos eco-
nómicos suficientes para la contratación de abogados, consideran-
do que la carga procesal debe corresponder a la capacidad operativa 
del funcionario que la afronta y de los peritos, teniendo en cuenta 
que el principal fundamento de la reparación civil por daño patrimo-
nial proviene de los informes técnicos que dicho personal realiza. 

A la Procuraduría Pública Especializada
en Delitos de Corrupción

2	 Proponer la designación, a inicios del 2019, de los Procuradores/as Pú-
blicos/as Adjuntos/as Especializados/as en Delitos de Corrupción como 
a los/as Procuradores/as Anticorrupción Descentralizados/as faltantes, 
a fin de evitar que la Procuraduría continúe en desventaja frente a la 
defensa de los investigados. La defensa del Estado debe ser siempre efi-
ciente y eficaz, tal como lo establece el Decreto Legislativo N° 1068.

3	 Gestionar la contratación de personal (abogados/as, peritos y adminis-
trativos) a través de una modalidad de contrato que garantice un mayor 
grado de estabilidad laboral. Este personal debe ser parte del Cuadro de 
Asignación de Personal CAP 2019 del Ministerio de Justicia.

4	 Gestionar la provisión de recursos logísticos en las sedes descentraliza-
das donde se requiera a fin de que sea considerada entre las necesida-
des a las que el Ministerio de Justicia debe asignar presupuesto. 
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